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‘Big tech’ en la OMC
Deborah James

en el derecho internacional a través de trata-
dos comerciales.  Afortunadamente, muchos 
líderes de países en desarrollo están ampliando 
su comprensión del valor de los datos y su im-
portancia para la industrialización digital y el 
desarrollo impulsado por el interés público.

En diciembre de 2017, varios gobiernos africa-
nos, apoyados por la resistencia de la sociedad 
civil, bloquearon nuevas negociaciones en la 
OMC sobre comercio electrónico en la undé-
cima reunión ministerial de la OMC en Buenos 
Aires.  Pero todos los gobiernos desarrollados, 
más algunos en desarrollo con regímenes de 
derecha, firmaron una “Declaración Conjunta” 
apoyando nuevas negociaciones sobre temas de 
comercio digital.  A lo largo del año 2018, se re-
unieron mensualmente y distribuyeron más de 
50 propuestas.  (Lamentablemente, el Director 
General Roberto Azevêdo ha alentado las con-
versaciones y la Secretaría de la OMC ha esta-
do desempeñando funciones de anfitrión de las 
mismas, a pesar de que los Estados Miembros 
excluyeron específicamente esta función de su 
mandato en la Conferencia Ministerial de di-
ciembre de 2017).

A principios del 2019, en el marco del Foro 
Económico Mundial, los signatarios de la De-
claración Conjunta anunciaron su intención de 
iniciar negociaciones, a pesar de la falta de 
mandato en la OMC.

Delegados de 76 países asistieron a las primeras 
conversaciones “plurilaterales” sobre comercio 
digital en la OMC en marzo.  Celebraron su pri-
mera ronda de conversaciones en mayo, con 
planes para futuras reuniones mensuales.

En el futuro, la Big Tech y sus defensores ha-
rán todo lo posible por presionar a otros países 
para que se adhieran y lleguen a un acuerdo 
–o al menos demuestren una masa crítica para 
un nuevo mandato multilateral– hasta junio de 
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Los datos son el recurso más valioso del 
mundo y el motor de la economía digital.  

Un objetivo central de las corporaciones más 
grandes del mundo hoy en día es que sus re-
presentantes gubernamentales utilicen acuer-
dos comerciales para obtener control de los 
datos del mundo entero.  Quieren consagrar 
el derecho de la Big Tech (las grandes cor-
poraciones tecnológicas) a transferir datos a 
cualquier parte del mundo sin restricciones, y 
a poder utilizarlos exclusivamente para fines 
privados.

La Big Tech y sus defensores gubernamentales 
dieron un gran paso hacia su objetivo en marzo 
2019 al iniciar las negociaciones para un nuevo 
acuerdo sobre comercio electrónico en la Or-
ganización Mundial del Comercio (OMC).  Están 
presionando a países en desarrollo para que se 
unan a las conversaciones utilizando la promesa 
del “comercio electrónico para el desarrollo”.  
Pero su objetivo va mucho más allá del “comer-
cio electrónico” y es un esfuerzo por conseguir 
la plena liberalización de la economía digital 
del futuro, y especialmente el control sobre los 
datos.  Sus esfuerzos para obtener nuevos de-
rechos para la Big Tech y limitar la supervisión 
y el poder públicos son un intento encubierto 
de reescribir las reglas de la futura economía 
digital, para lograr una ‘OMC 2.0’.

La única manera en que los países en desarrollo 
tendrán una oportunidad de luchar por la sobe-
ranía económica es si son capaces de preservar 
el control y la propiedad de sus datos.  Para 
ello, deben asegurarse de que las normas que 
otorgarían a las empresas el derecho a privati-
zar y controlar los datos no estén consagradas 
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2020, cuando se celebrará la duodécima reu-
nión ministerial en Kazajstán.

Posibles impactos negativos

Los posibles impactos negativos de las normas 
propuestas en la vida de las personas, en la 
economía digital global del futuro, van mucho 
más allá de lo que podemos imaginar hoy en 
día.  Dado nuestro conocimiento de la OMC y 
nuestra experiencia colectiva con la Big Tech, 
ya son claras las repercusiones en el espacio 
de políticas para el desarrollo; en el empleo y 
la prosperidad compartida; en el derecho de 
los gobiernos a reglamentar en aras del interés 
público, incluidas las políticas antimonopolio; 
en la privacidad y otros derechos humanos, 
económicos y laborales; en la tributación justa; 
y en muchas otras cuestiones.

Para empezar, necesitamos una gobernanza 
más democrática sobre la industria de las Big 
Tech.  El capitalismo de vigilancia está per-
judicando el funcionamiento democrático en 
nuestros medios de comunicación, conocimien-
to, cultura, transporte, educación, justicia, 
comercio, salud y otros sectores, y nuestros 
procesos democráticos.  Incluso en áreas apa-
rentemente no digitales como la agricultura, 
las corporaciones Big Tech agrícolas están uti-
lizando cada vez mayores cantidades de da-
tos para controlar insumos, crédito, logística 
y comercialización, erosionando el poder y la 
independencia de agricultores locales que no 
tienen acceso a sus propios datos.  Las reglas 
propuestas darían a la Big Tech más, no menos, 
poder sobre más aspectos de nuestras vidas.

Las políticas sobre datos de interés público 
son esenciales para el desarrollo económico y 
la prosperidad en todos los países, y especial-
mente en los países en desarrollo.  La práctica 
de las Big Tech de extraer datos de todo el 
mundo con fines de lucro privado, utilizando 
reglas de comercio para obtener derechos para 
operar en mercados, mientras impiden la ca-
pacidad de los gobiernos para asegurar que sus 
poblaciones se beneficien, es colonialismo digi-
tal.  Como la inteligencia artificial se potencia 
con los datos, estos son el sistema nervioso de 
la economía del futuro y quienquiera que los 

controle, dominará la economía.  Es por eso 
que la propuesta de la Big Tech en la OMC de 
otorgarles el derecho a las transferencias de 
datos transfronterizas no reguladas, a veces 
llamadas “libre circulación de datos”, es la más 
peligrosa de todas.

Todos los países, especialmente los países en 
desarrollo, necesitan beneficiarse del valor 
de los datos para su desarrollo económico en 
el interés público, y para la industrialización 
digital.  Deben mantener la facultad de definir 
políticas sobre la gobernanza de datos, incluy-
endo el posible resguardo de datos a nivel lo-
cal o regional cuando ello sea de interés nacio-
nal o comunitario.  Además del control sobre 
la transferencia de datos, las propuestas de la 
OMC para prohibir que los países puedan exigir 
el almacenamiento de datos nacionales o utili-
zar servidores locales limitarían gravemente la 
capacidad de los países para garantizar que sus 
ciudadanos se beneficien de la digitalización.

Las políticas digitales deben promover empleos 
decentes para la prosperidad compartida, no 
reducir el poder de los trabajadores.  Esto sig-
nifica la creación de empleos y medios de vida 
decentes, derechos sociales y económicos aso-
ciados, y no la expansión de los modelos de ex-
plotación laboral de corporaciones como Uber 
y Amazon.  El capital se está llevando una parte 
cada vez mayor de las ganancias de producti-
vidad de los trabajadores, en parte porque las 
empresas han utilizado sus excedentes de ri-
queza para reescribir las reglas.  Las reglas de 
comercio electrónico propuestas, tales como 
otorgar a las corporaciones “derechos” para 
operar en los mercados y, al mismo tiempo, 
prohibir a los gobiernos que puedan exigir a 
esas corporaciones que tengan una presencia 
local o beneficiar a la economía local, tienen 
por objeto aumentar aún más esta disparidad 
de poder.  La estrategia más importante para 
garantizar que los beneficios de la digitaliza-
ción sean generalizados e inclusivos es que los 
gobiernos se comprometan con el pleno em-
pleo, centrado en la equidad, incluyendo de-
rechos laborales sólidos, trabajos y condiciones 
de trabajo decentes para todos los trabajado-
res; igualdad de género; derechos de los tra-
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bajadores a la información; y una protección 
social integral y portátil que incluya a los tra-
bajadores de las plataformas.  Estas normas no 
figurarán en ningún acuerdo de la OMC.

Las reglas del comercio electrónico también 
pondrían en peligro las protecciones, privaci-
dad y derechos de los consumidores.  Las nor-
mas propuestas por la OMC privilegiarían los 
derechos de las empresas a la transferencia, 
almacenamiento y procesamiento de datos 
por encima de la protección de los consumi-
dores y los derechos de privacidad de ciuda-
danos de una manera que no puede ser resuel-
ta por normas de la propia OMC.  La toma de 
decisiones algorítmica, que puede exacerbar 
la discriminación racial, de género y laboral, 
debe estar sujeta a la supervisión pública, no 
oculta como secretos comerciales, como ocu-
rre en las propuestas de la OMC para prohibir 
que los gobiernos puedan exigir la divulgación 
de “códigos fuente”.  Los derechos humanos, 
laborales, de consumo, económicos y civiles 
deben aplicarse por igual en la esfera digital 
sin ser relegados a la categoría de “barreras al 
comercio” indeseables.

Las normas antimonopolio y su aplicación deben 
aplicarse con urgencia en los planos nacional 
e internacional.  Casi todo el comercio digital 
está dominado por unos pocos actores globales 
de Estados Unidos y China, como Google que 
integra datos extraídos de su motor de búsque-
da, navegador web, correo electrónico, mapas, 
publicidad, calendario, almacenamiento en la 
nube, mensajería, traducción, intercambio de 
vídeos, teléfonos móviles y sus sistemas opera-
tivos, altavoces inteligentes y otras empresas, 
para dominar esos sectores.  Una fuente cada 
vez mayor de ganancias de la Big Tech se deriva 
de la compra de competidores y la evasión la 
regulación.  Además de crear nuevas regulacio-
nes antimonopolio y fortalecer las existentes, 
los gobiernos deben considerar la posibilidad 
de desmantelar las empresas que se dedican a 
prácticas monopolísticas perjudiciales.  Hasta 
que esto ocurra, sería una tontería inclinar la 
balanza a favor del poder de los monopolistas 
aún más al aceptar sus propuestas en la OMC.

Una tributación más justa se vería gravemente 

limitada por las normas de comercio electrónico 
propuestas en la OMC, que incluyen al menos 
siete mecanismos para limitar las obligaciones 
tributarias de las Big Tech, como la prohibición 
directa de los derechos de aduana sobre los 
productos digitales.  Una investigación de la 
UNCTAD mostró recientemente que el 97% de 
las pérdidas de ingresos arancelarios de los 
productos digitalizables serían sufragadas por 
los países en desarrollo.  Pero la Big Tech tam-
bién quiere prohibir las políticas que los países 
usan para calcular los impuestos sobre las ga-
nancias corporativas, tales como requerir que 
las corporaciones tengan una presencia local 
cuando operan en el extranjero o requerir una 
copia local de los registros financieros para 
propósitos de supervisión de las autoridades 
tributarias.  Las empresas digitales están apr-
ovechando la intangibilidad de los bienes y ser-
vicios digitales para evitar impuestos, y ahora 
quieren codificar esa evasión a través de trata-
dos comerciales.  Los países no podrán alcanzar 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) sin 
ampliar el apoyo tributario a la infraestructura 
para mejorar el acceso a agua y electricidad, y 
para asegurar servicios públicos de calidad ac-
cesibles en educación, salud e infraestructura 
social que permitan reducir el trabajo de cui-
dado no remunerado y mal remunerado en el 
hogar, realizado en su mayoría por mujeres.

El contexto mundial y la OMC

Hay otros asuntos de interés para las empresas 
mundiales que algunos países desarrollados es-
tán impulsando en la OMC, como la facilitación 
de las inversiones, la limitación de los subsidios 
a la pesca y la ampliación de la liberalización 
de servicios.

Pero el mayor ataque de los países desarrollados 
fuera de los temas de negociación es cambiar 
la arquitectura fundamental de la OMC.  Dentro 
de la OMC, los países se designan a sí mismos 
como ‘desarrollados’ o ‘en desarrollo’, aplican-
do una flexibilidad ligeramente mayor de las 
normas a estos últimos.  Los países en desa-
rrollo lucharon por estas flexibilidades porque 
sospechaban con razón que las reglas que se 
estaban negociando en la OMC, que a menudo 
limitaban el uso de las mismas políticas que los 
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países ricos creaban, beneficiarían fundamen-
talmente a las corporaciones de los países ricos 
más que a sus propias poblaciones.  Ahora, Es-
tados Unidos y otros países están tratando de 
abolir estas pequeñas flexibilidades, limitando 
su uso sólo a los Países Menos Desarrollados 
(PMDs).  Según esta propuesta, se aplicarían las 
mismas normas a Kenia, Ecuador o Vietnam que 
a Estados Unidos, la UE o Australia.  Este tema 
está en el centro de algunas de las propuestas 
de “reforma de la OMC” que serán el centro de 
las discusiones durante la Cumbre del G20 en 
Japón el próximo mes de junio.

Pero los países desarrollados también están tra-
tando de introducir nuevas “geometrías” de ne-
gociación que colocan a los países en desarrollo 
en una situación aún más desventajosa.  Están 
formulando propuestas –abogando por la misma 
agenda neoliberal que ahora también abarca el 
comercio electrónico– en torno a cuestiones 
de “género” y también de “micro, pequeñas y 
medianas empresas” o MiPyMES.  Debido a que 
las mujeres y las MiPyMES se encuentran en to-
dos los países, y debido a que los proponentes 
afirman que el comercio digital es beneficioso 
para las mujeres y las MiPyMES, ellos entonces 
–sin ironía– argumentan que cualquier nueva 
norma sobre el comercio digital sería buena 
para las mujeres y las MiPyMES.  La realidad, 
por supuesto, es que las propuestas serían ex-
tremadamente perjudiciales para las mujeres 
productoras y consumidoras, especialmente en 
el Sur global, y beneficiarían a las grandes em-
presas transnacionales (ETNs) a expensas de las 
MiPyMES de todo el mundo.

Al mismo tiempo, las cuestiones que preocu-
pan a los países en desarrollo siguen siendo 
marginadas en la OMC.  El principal objetivo 
de los países en desarrollo durante muchos 
años ha sido transformar las normas que ri-
gen la agricultura para que puedan distribuir 
alimentos a sus poblaciones más pobres de 
una manera que también apoye los medios 
de subsistencia de los agricultores, a través 
de la práctica bien establecida de mantener 
existencias públicas.  Desafortunadamente, 
esta práctica generalmente no está permitida 
bajo las reglas de la OMC, y los EE.UU. y otros 

países han bloqueado las negociaciones al res-
pecto durante muchos años.

La otra cuestión importante que debería de-
batirse en la OMC es el programa de desarro-
llo, que se centra en permitir a los países en 
desarrollo una mayor flexibilidad con respec-
to a determinadas normas de la OMC que han 
perjudicado directamente su capacidad para 
desarrollar sus propias economías y fomentar 
la industrialización.  Los países en desarrollo a 
menudo se han dado cuenta de que las normas 
de la OMC los atrapan en los niveles más bajos 
de las cadenas de suministro mundiales, lo que 
dificulta el aumento del valor añadido de su 
producción.  Sin embargo, Estados Unidos, la 
UE y otros países desarrollados se han negado 
a concluir la agenda de desarrollo en la OMC 
durante más de 20 años.

Todo esto ocurre en un contexto en el que el 
‘multilateralismo’ está siendo atacado por la 
administración Trump y otros aliados de dere-
cha.  Algunos defensores de la OMC están uti-
lizando estos ataques como una forma de re-
forzar el apoyo a la institución.  Pero Trump 
y sus contrapartes son el resultado del fracaso 
del proyecto neoliberal más amplio de elevar 
el nivel de vida de millones de personas en Es-
tados Unidos y en todo el mundo.  La verda-
dera lucha no es entre el multilateralismo y el 
nacionalismo, sino entre una forma de globa-
lización pro-corporativa (neoliberalismo) y el 
verdadero multilateralismo por la prosperidad 
compartida: lo que implicaría transformar inte-
gralmente el sistema comercial actual en uno 
que sea justo, democrático y sostenible.

¿Qué dirección para la  
economía digital?

Si bien los proponentes han estado ocupados 
lanzando negociaciones plurilaterales en la 
OMC sobre el comercio digital, muchos países 
en desarrollo han incrementado su interés y 
comprensión del valor económico de sus pro-
pios datos para su futuro desarrollo.  Los miem-
bros de la red mundial Our World Is Not for Sale 
(OWINFS) han estado haciendo campaña contra 
las reglas del comercio digital en la OMC sobre 
la base de que los datos deben utilizarse con 
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fines de interés público, incluida la industri-
alización digital, y no sólo para obtener ben-
eficios empresariales.  Algunos países en de-
sarrollo están planteando esta cuestión en la 
OMC, y también ahora en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 
(UNCTAD), donde en una reunión reciente no 
se llegó a un acuerdo sobre las recomendacio-
nes porque la UE bloqueó cualquier mención 
de la cuestión de los datos.  El tema clave del 
control de datos va a ser, de hecho, el principal 
punto de conflicto entre los defensores corpo-
rativos y los que defienden el desarrollo y el in-
terés público en los años venideros; de hecho, 
las guerras de recursos del futuro se librarán 
por el control de los datos.

Quién se beneficia de la digitalización, como con 
cualquier tecnología, dependerá en gran medi-
da del panorama político en el que se aplique la 
tecnología.  Esto incluye las normas mundiales 
establecidas en los acuerdos comerciales.  Para 
que la digitalización tenga un impacto positivo 
en la sociedad y en nuestro entorno común, la 
sociedad civil debe desempeñar un papel en la 
formulación de esas políticas.

La sociedad civil puede abogar por que los go-
biernos que participan en las conversaciones se 
retiren, como lo hizo Uruguay durante las con-
versaciones sobre el propuesto Acuerdo de Co-
mercio de Servicios (TiSA) después de que una 
evaluación interna de varios ministerios revelara 
que tendría innumerables impactos negativos en 
la vida de la población uruguaya.  En América 
Latina, los participantes en las negociaciones de 
comercio electrónico son Argentina, Brasil, Chi-
le, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Honduras, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y 
Uruguay.  (Curiosamente, El Salvador, Honduras 
y Nicaragua no se habían unido en 2017, pero 
lo hicieron en 2019, ¿tal vez bajo la presión de 
un vecino del norte?)  Desafortunadamente, 
Chile, México y Perú ya adoptaron algunas de 
las disposiciones sobre comercio digital cuando 
implementaron el llamado Acuerdo Integral y 
Progresivo de Asociación Transpacífica (CPTPP), 
a pesar de que las disposiciones digitales ha-
bían sido propuestas por los Estados Unidos, que 
abandonaron el acuerdo).

La sociedad civil también puede desempeñar 
un papel importante alentando a los países 
que no participan en el proceso plurilateral (en 
América Latina: Bolivia, Ecuador, Venezuela y, 
lo que es más importante, los países del Ca-
ribe) para mantener sus posiciones a favor del 
desarrollo.

Necesitamos una nueva agenda para las políti-
cas económicas digitales y para la economía 
global en general.  Los países deben elaborar 
su propio programa de industrialización digi-
tal.  No deben avanzar las reglas de comercio 
electrónico desarrolladas por corporaciones 
multinacionales como Amazon, Google, Face-
book y Alibaba.  Otros modelos, incluidas las 
políticas de industrialización digital con fuertes 
derechos laborales y de los usuarios, pueden 
distribuir de manera más equitativa los benefi-
cios de la economía digital.

Los países desarrollados han argumentado que es 
mejor que los países en desarrollo participen en 
las conversaciones para garantizar un resultado 
más favorable al desarrollo.  Pero este resultado 
no puede lograrse en la OMC porque las normas 
y políticas necesarias para la industrialización di-
gital son contrarias a las normas de la OMC, que 
otorgan derechos a las empresas al tiempo que 
limitan el papel del Estado en la regulación.

Más de 315 organizaciones de más de 90 países 
presentaron estos y otros argumentos en una 
carta enviada a todos los miembros de la OMC, 
instándoles “a que abandonen su impulso a 
las negociaciones comerciales digitales en la 
OMC y se centren urgentemente en la transfor-
mación de las reglas del comercio mundial para 
la prosperidad compartida por todos”.

¿Concluirán los defensores de las Big Tech un 
nuevo acuerdo ‘plurilateral’ entre 76 (o más) 
miembros para junio de 2020?  ¿U obtendrán un 
nuevo mandato en la OMC entre los 164 miem-
bros?  Su éxito dependerá en gran medida del 
esfuerzo que la sociedad civil movilice para 
exigir que los gobiernos defiendan los intereses 
económicos de los ciudadanos contra las am-
biciones coloniales depredadoras de las corpo-
raciones de las Big Tech.  (Traducción Adriana 
Foronda)  


